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EDITORIAL

¿Un  tiempo nuevo? o ¿un nuevo tiempo?
Por segunda vez en unos meses hemos pasado por las urnas. Habrá servido de algo?

Ustedes mismos podrán responder. ¿Será un tiempo nuevo? o ¿un nuevo tiempo?

No tenemos respuesta para ello pero si tenemos opinión al respecto y es la que deja-

mos aquí.

En primer lugar creemos que es un problema de que todos tengamos claro que esta

sociedad, esta región y este país es cosa de todos no de unos cuantos. Si todos remamos en

el mismo sentido la velocidad aumenta. El dialogo, el consenso, las formas, las actitudes y las

aptitudes son claves y fundamentales para que los resultados lleguen.

En los números macro debemos seguir persistiendo, están empezando a acompañar

pero esto no es suficiente. No es suficiente porque no llega a la empresa, a la pyme y a la fami-

lia. La microeconomía no percibe la mejora y eso hace que el sufrimiento continúe. Los infor-

mes publicados por entidades serias y solventes asa como instituciones coinciden en el fondo

del asunto: no estamos mejor y la crisis ha hecho daño a la clase media. Y eso es menor con-

fianza y menor consumo. Y eso es menor actividad en nuestra empresas y pymes. Por eso

decíamos que o remamos todos o no avanzamos.

Pero además de esta obligación que cómo comunidad tenemos los recién elegidos

representantes de la voluntad tienen la sagrada obligación de hablar, dialogar y consensuar en

aras a lo más preciado de nuestra sociedad: la defensa del interés general. Partidos y parti-

distas, aparte, el interés general ha de ser la guía que nos lleve en los próximos años por el

camino.

Si prima la inteligencia, si aplicamos todo lo anterior comentado y nos ayuda un poco la

situación, podremos avanzar como país, como sociedad y como grupo humano. De ser así

estaremos pasando de un tiempo nuevo a un nuevo tiempo, que es lo que realmente necesi-

tamos.
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¿Tributa la indemnización por despido?
La reforma fiscal del gobierno ha cambiado la forma

en que tributan las indemnizaciones

Son varias las dudas que surgen en estos días a la
hora de ponerse manos a la obra con el borrador, sobre
todo a las personas que en 2015 vivieron cambios en su
situación laboral.

En este grupo destacan los contribuyentes que fue-
ron despedidos de sus trabajos de manera improcedente,
lo que lleva asociado una indemnización. En este caso, la
pregunta es si esa indemnización tiene que declararse
como ingreso o ganancia en la declaración de la renta.

Cabe recordar que la reforma fiscal del gobierno ha
cambiado la forma en que tributan las indemnizaciones,
pues anteriormente, las que fueran improcedentes y no
superaran los límites legales -45 días por año trabajado
antes de la reforma laboral; 33 días por año trabajado a
partir de 12 de febrero de 2012- estaban exentas de tribu-
tación en el impuesto de la renta. 

Con el cambio que se produjo en el año 2014,
ahora están exentos de tributar los primeros 180.000
euros de indemnización, lo que evita tributar al 99,9% de
los contribuyentes que son despedidos, según cálculos
del propio Gobierno, ya que es poco común que se cobre
una indemnización tan elevada. 

No obstante, conviene señalar que las personas
que el pasado año cobraron una indemnización superior a
esa cantidad tendrán que tributar el resto como rentas del
trabajo. 

Si bien hay que matizar que, a pesar de que tengan
que tributar una parte de su indemnización, estos contri-
buyentes podrán beneficiarse de una reducción del 30%si
se han prestado servicios a la empresa que indemniza
durante más de dos años, con un límite que se sitúa, en
general, en 300.000 euros. 

Igualmente, se podrán beneficiar de esta reducción
las personas que han percibido su indemnización por
parte del Fondo de Garantía Social (FOGASA).

Hay que destacar que en los despidos producidos
con posterioridad al 7 de julio de 2012 solo están exentas
las indemnizaciones reconocidas en acto de conciliación o
en resolución judicial. 

Por lo tanto, no es suficiente con que el empresario
así lo reconozca en el momento de la comunicación del
despido o en cualquier otro anterior al acto de conciliación,
ya que se perdería la exención.
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El estado actual de la liquidación 
de la plusvalía municipal

En el momento actual de aparente recuperación
económica del país, muchos Ayuntamientos podrían llegar a
tener una merma de sus arcas municipales. Todo depende
de la decisión que adopte el Tribunal Constitucional sobre
las diversas cuestiones inconstitucionales planteadas por
los juzgados ante este Tribunal en relación al devengo de la
plusvalía. Si en la transmisión o enajenación de un bien
inmueble de naturaleza urbana, la operación genera una
pérdida patrimonial del contribuyente a efectos de otros tri-
butos (IRPF-IS principalmente), quedaría manifiesta la
imposibilidad del devengo del Impuesto Sobre Incremento
de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU o plusvalía).

Como claro ejemplo, la última cuestión planteada por
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 22 de
Madrid, referente a que el contribuyente vendió un inmueble
sito en Leganés, que generó unas pérdidas a la compañía
en el Impuesto sobre Sociedades (IS), y sin embargo el
Ayuntamiento les giró una liquidación por el pago de la plus-
valía en la transmisión de este inmueble.

Esta situación es debida a que para el cálculo del
incremento del valor que experimenten los terrenos, se toma
como base el valor catastral del suelo en el momento de la
venta. El valor del suelo viene determinado por las normati-
vas catastrales y las Ponencias de Valoración Colectiva de
Catastro, basadas en estudios de mercado realizados en
años anteriores al estallido de la burbuja inmobiliaria, e
incluso en plena burbuja inmobiliaria, y que en algunos
casos no se adecúan al valor actual. Consecuentemente,
gran parte de las valoraciones que recogen estas ponencias
no reflejan la situación real del mercado.

De ahí que el contribuyente que vendía un inmueble
con pérdidas en los años de la crisis inmobiliaria, se encon-
traba con que el ayuntamiento le exigía el pago del tributo
basándose en el incremento del valor del terreno, incremen-
to que en ningún caso se ha producido realmente.

Por otro lado, el artículo 107 del Texto refundido de la
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, prevé que se
determine la base imponible del impuesto aplicando al valor
del terreno un %,que a su vez es el coeficiente establecido
por cada Ayuntamiento (dentro de unos límites que estable-
ce la propia ley reguladora), por el número de años que
genera incremento. De esta forma, la cuantía a pagar por el
devengo de este impuesto aumenta en función del número
de años transcurridos entre la adquisición y la transmisión
del terreno, con independencia de la ganancia real obtenida
por el contribuyente en la enajenación de ese terreno. Es
decir, este impuesto no somete a tributación la plusvalía real
generada, sino que se basa en una plusvalía calculada de
forma objetiva y masiva para todo un municipio.
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Si tenemos en cuenta que nuestra Constitución esta-
blece que los tributos deben exigirse en función de la capa-
cidad económica, resulta evidente que gravar una opera-
ción con el hecho imponible de un tributo que al contribu-
yente le ha originado minusvalías respecto a otros tributos,
plantea serias dudas sobre su constitucionalidad y pueden
atentar claramente contra el artículo 31 de la Constitución
referente a la capacidad económica.

Así lo ha entendido entre otros, el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo de Donostia y el Juzgado de lo Con-
tencioso Administrativo de Vitoria-Gasteiz, al dictar unos
Autos en los que plantean la cuestión de inconstitucionali-
dad de los artículos 107 y 110 de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales.

No debemos olvidar que desde el punto de vista judi-
cial, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cata-
luña de 18 de julio de 2013 (Sentencia número 805/2013),
establece que se debe dar primacía al artículo 104 LHL refe-
rente a que la llamada "plusvalía municipal" es un tributo
directo que grava un incremento real para el contribuyente,
frente al artículo 107 LHL que lo configura como un tributo
autónomo, sin relación a la riqueza generada por esa trans-
misión efectuada por parte del contribuyente.

De estar de acuerdo el Tribunal Constitucional con
este criterio seguido por los Tribunales Superiores de Justi-
cia de nuestro país, permitirá que los contribuyentes que
hayan satisfecho la plusvalía municipal en los últimos 4
años, puedan solicitar al Ayuntamiento la devolución de
ingresos indebidos si el terreno no ha experimentado un
incremento de valor real en el momento de la transmisión
del bien inmueble. Por otro lado, no hay que descartar que
los tribunales de nuestro país sigan planteando nuevas
cuestiones de inconstitucionalidad al respecto. Por ello, es
importante asesorarse ante cualquier duda con respecto a
la forma de proceder ante el pago e impugnación de la liqui-
dación del IIVTNU o plusvalía.
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Nuevos certificados de identificación
electrónica (FNMT‐RCM)

Desde el 6 de junio de 2016 la Fábrica Nacional de
Moneda y Timbre–Real Casa de la Moneda (FNMT–RCM)
ha comenzado a expedir nuevos certificados de:

- Representante de persona jurídica, 
- Representante de entidad sin personalidad jurídica  
- Representante para administradores únicos y soli-
darios. 

El motivo para la expedición de estos nuevos certifi-
cados es el cumplimiento del Reglamento (UE) 910/2014
del Parlamento europeo y del Consejo de 23 de julo de
2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios
de confianza en las transacciones electrónicas en el merca-
do interior, que deroga la Directiva 1999/93/CE anterior y
entra en vigor prácticamente en su totalidad a partir de 1 de
julio de 2016.

En este sentido, con la expedición de los nuevos cer-
tificados de firma electrónica, dejan de emitirse los certifica-
dos de persona jurídica y de entidad sin personalidad jurídi-
ca existentes hasta la fecha, no pudiendo realizarse la reno-
vación de los mismos a través de la página web CERES,
como venía realizándose hasta la fecha.
¿Quedán inutilizados los certificados existentes a partir
de 6 de junio de 2016?

NO. Los antiguos certificados podrán seguir utilizán-
dose pero exclusivamente hasta su caducidad o revocación.

Cada certificado tiene una fecha de caducidad o
renovación y será antes de llegar este momento y siempre
a partir de 6 de junio de 2016, cuando podrán obtenerse los
nuevos certificados de representante, debiendo actuarse de
la siguiente forma:

- Si se trata de un administrador único o solidario,
podrá obtener su certificado de representante sin
necesidad de personarse en las oficinas de registro ni
aportar documentación alguna, siempre que se iden-
tifique en la página Web CERES, con un certificado
electrónico de persona física expedido por la
FNMT–RCM o de los incluidos en el DNI electrónico
(la expedición del certificado queda sometido a la
vigencia de las facultades de representación que
consten en el Registro Mercantil a favor del interesa-
do).
- Si no es administrador único o solidario, o si no
puede identificarse en la página web como se ha des-
crito en el párrafo anterior, es preciso personarse en
una oficina de registro para obtener un certificado de
representante, con la documentación exigible en
cada caso.



TEMAS DE INTERÉS

Federación Empresarial Placentina8

Procedimiento de Apremio tributario
Ante la apertura de este procedimiento, el obligado tri-

butario tiene varias opciones que analizamos a continua-
ción:

Pagar antes de la notificación de la providencia de apre-
mio.

El obligado puede efectuar el pago una vez iniciado el
período ejecutivo, pero antes de la notificación de la provi-
dencia de apremio.

En este caso el recargo a aplicar será el denominado
Recargo Ejecutivo, que es del 5% del importe de la deuda,
sin exigir los intereses de demora devengados desde el ini-
cio del período ejecutivo, conforme al Art. 28 Ley 58/2003. 

RECARGOS DEL PERIODO EJECUTIVO 
-Recargo ejecutivo

Recargo del 5% 
-Recargo reducido

Recargo del 10% 
-Recargo ordinario

Recargo del 20% 

Pagar después de recibir la notificación de la providen-
cia de apremio.
En este caso debemos distinguir:

1.- Si paga la deuda en el plazo que señala la provi-
dencia de apremio, plazo que regula el Art. 62 Ley
58/2003, apartado 5, el recargo será del 10% (Recar-
go reducido).
2.- Si la deuda no se paga en el plazo señalado en la
providencia de apremio el recargo será del 20% del
importe de la deuda -recargo ordinario-), más los inte-
reses de demora devengados desde el inicio del
período ejecutivo, así como las  costas del procedi-
miento.

Impugnar la Providencia de Apremio
El obligado al pago solo podrá alegar, de conformidad

con el apartado 3 del Art. 167 Ley 58/2003 los siguientes
motivos de oposición:

a) Extinción total de la deuda o prescripción del dere-
cho a exigir el pago.
b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o com-
pensación en período voluntario y otras causas de
suspensión del procedimiento de recaudación.
c) Falta de notificación de la liquidación.
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d) Anulación de la liquidación.
e) Error u omisión en el contenido de la providencia
de apremio que impida la identificación del deudor o
de la deuda apremiada.

En cuanto al contenido de la providencia de apremio,
el Art. 70 RD 939/2005 señala que ésta deberá contener:

a) Nombre y apellidos o razón social o denominación
completa, número de identificación fiscal y domicilio
del obligado al pago.
b) Concepto, importe de la deuda y periodo al que
corresponde.
c) Indicación expresa de que la deuda no ha sido
satisfecha, de haber finalizado el correspondiente
plazo de ingreso en periodo voluntario y del comienzo
del devengo de los intereses de demora.
d) Liquidación del recargo del periodo ejecutivo.
e) Requerimiento expreso para que efectúe el pago
de la deuda, incluido el recargo de apremio reducido,
en el plazo al que se refiere el artículo 62.5 de la Ley
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
f) Advertencia de que, en caso de no efectuar el ingre-
so del importe total de la deuda pendiente en dicho
plazo, incluido el recargo de apremio reducido del 10
por ciento, se procederá al embargo de sus bienes o
a la ejecución de las garantías existentes para el
cobro de la deuda con inclusión del recargo de apre-
mio del 20 por ciento y de los intereses de demora
que se devenguen hasta la fecha de cancelación de
la deuda.
g) Fecha de emisión de la providencia de apremio.

Finalmente, el Art. 71 RD 939/2005 establece que en
la notificación de la providencia de apremio se harán cons-
tar al menos los siguientes extremos:

a) Lugar de ingreso de la deuda y del recargo.
b) Repercusión de costas del procedimiento.

c) Posibilidad de solicitar aplazamiento o fracciona-
miento de pago.
d) Indicación expresa de que la suspensión del pro-
cedimiento se producirá en los casos y condiciones
previstos en la normativa vigente.
e) Recursos que procedan contra la providencia de
apremio, órganos ante los que puedan interponerse y
plazo para su interposición.

Solicitar suspensión del procedimiento de apremio.
De conformidad con el Art. 165 Ley 58/2003 y el Art.

73 RD 939/2005, es posible solicitar la suspensión del pro-
cedimiento de apremio por varios motivos:

1. El procedimiento de apremio podrá suspenderse
en la forma y con los requisitos previstos con motivo
de la interposición de un Recurso de Reposición, tal y
como contempla el Art. 224 Ley 58/2003, o de una
Reclamación Económico-Administrativa, de conformi-
dad con el Art. 233 Ley 58/2003.
2. El procedimiento de apremio se suspenderá de
forma automática por los órganos de recaudación, sin
necesidad de prestar garantía, cuando el interesado
demuestre que se ha producido en su perjuicio error
material, aritmético o de hecho en la determinación de
la deuda.
3. Igualmente, se puede solicitar que se acuerde la
suspensión de forma automática probando que la
deuda ha sido ingresada, condonada, compensada,
aplazada o suspendida; o que ya ha prescrito el dere-
cho a exigir el pago.
4. Con la interposición de una tercería de dominio se
suspenderá el procedimiento de apremio en lo que se
refiere a los bienes y derechos controvertidos, una
vez que se hayan adoptado las medidas de asegura-
miento que procedan.
5. Si la tercería fuera de mejor derecho proseguirá el
procedimiento hasta la realización de los bienes y el
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producto obtenido se consignará en depósito a resul-
tas de la resolución de la tercería. 
6. La interposición en tiempo y forma de un recurso o
reclamación administrativa contra una sanción implica
que la ejecución de las sanciones quedará automáti-
camente suspendida en periodo voluntario sin necesi-
dad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía
administrativa, conforme al apartado 3 del Art. 212
Ley 58/2003.

Recurrir la diligencia de embargo
De acuerdo con el Art. 170 Ley 58/2003, contra la dili-

gencia de embargo sólo puede oponer el obligado al pago
bien en recurso de reposición o en reclamación económico
administrativa los siguientes motivos:

a) Extinción de la deuda o prescripción del derecho a
exigir el pago.
b) Falta de notificación de la providencia de apremio.
c) Incumplimiento de las normas reguladoras del
embargo contenidas en esta ley.
d) Suspensión del procedimiento de recaudación.

Presentar una valoración pericial contradictoria de los
bienes embargados

Una vez embargados los bienes, la Administración,
antes de su enajenación, procederá a la valoración por sí
misma o por expertos independientes de los bienes y dere-
chos embargados. Conforme al Art. 97 RD 939/2005, la
valoración será notificada al obligado al pago, que, en caso
de discrepancia, podrá presentar valoración contradictoria
realizada por perito adecuado en el plazo de 15 días conta-
dos a partir del día siguiente al de la notificación. Si la dife-
rencia entre ambas, considerando la suma de los valores
asignados por cada una a la totalidad de los bienes, no
excede del 20 por ciento de la menor, se estimará como
valor de los bienes el de la tasación más alta. Si, por el con-
trario, la diferencia entre la suma de los valores asignados a

los bienes por ambas partes excede del 20 por ciento, se
convocará al obligado al pago para dirimir las diferencias de
valoración y, si se logra acuerdo, se dejará constancia por
escrito del valor acordado, que será el aplicable. Cuando no
exista acuerdo entre las partes, el órgano de recaudación
competente solicitará nueva valoración por perito adecuado
en plazo no superior a 15 días. Dicha valoración habrá de
estar comprendida entre los límites de las efectuadas ante-
riormente y será la definitivamente aplicable.

Pagar en cualquier momento.
El pago de las deudas, recargos, intereses y costas

podrá efectuarse en cualquier momento anterior a la adjudi-
cación de los bienes embargados, conforme al Art. 101 RD
939/2005, que señala que para ello se deberá hacer frente
a:

a) El importe de la deuda no ingresada.
b) Los intereses que se hayan devengado o se deven-
guen hasta la fecha del ingreso en el Tesoro.
c) Los recargos del período ejecutivo.
d) Las costas del procedimiento de apremio.
En cualquier momento anterior a la adjudicación de

bienes, la Administración tributaria liberará los bienes
embargados si el obligado extingue la deuda tributaria y las
costas del procedimiento de apremio, tal y como contempla
el Art. 172 Ley 58/2003. 

Solicitar la restitución de los saldos a favor del embar-
gado.

Saldada la deuda con el importe de los bienes enaje-
nados, de existir sobrante de los mismos, el deudor tiene
derecho a la devolución a su favor del exceso sobrante una
vez satisfecha la deuda, recargos, intereses y costas del
procedimiento.  En los casos en que se haya declarado el
crédito incobrable, el procedimiento de apremio se reanu-
dará, dentro del plazo de prescripción, cuando se tenga
conocimiento de la solvencia de algún obligado al pago.
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ACTUALIDAD FEP

La Federación Empresarial Placentina, como
estatutariamente es preceptivo, celebro en los pasados días
la correspondiente Asamblea donde la Junta directiva dio
cumplimento a la obligación de presentación de las cuentas
anuales del pasado ejercicio así como de la memoria de
actividades. Se puso de relieve la ingente actividad que la
organización ha desarrollado durante el periodo analizado
en favor de los asociados dentro de un marca de
complejidad en todos los aspectos y ámbitos. El presidente
Pedro Castro analizo todas y cada una de la actuaciones
realizadas, dando detalle de la presencia institucional y de
representación de nuestra federación en todos los foros,
mesas y grupos más representativos de la comunidad
autónoma así como de la propia Creex, Ceoe y Cepyme.
Las cuentas fueron presentadas a los asistentes con

minuciosidad donde destaca la estrechez que presentan
debido a la reducción de los ingresos fundamentalmente por
la situación de ajuste en todas las cuestiones que estamos
sufriendo. Tanto la memoria como las cuentas fueron
aprobadas por unanimidad. 

Se presentó para su aprobación, que así fue resuelto,
los presupuestos del presente ejercicio donde dentro del
marco de austeridad que ha venido marcando a la FEP se
pretende seguir prestando, y así lo garantizan los números
expuestos, los servicios demandados por nuestros
asociados con un grado de calidad alto. En último lugar los
asistentes plantearon diversos temas de actualidad e interés
para el colectivo que fueron abordados y debatidos por
todos los presentes.

La FEP celebra su Asamblea General
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Tiempos para cambiar datos 
de la Seguridad Social

Los autónomos cuentan con menos tiempo para
comunicar sus bajas a la Seguridad Social. En concreto,
este periodo se ha reducido de seis a tres días. Un cambio
que adquiere gran relieve para los miembros de este colec-
tivo, pues no comunicar en plazo sus variaciones puede
tener consecuencias negativas para estos.

En concreto, y a pesar de que las bajas fuera de plazo
pueden realizarse, éstas tienen como efecto que la fecha de
dicha comunicación sea la de presentación, y no la real, de
los hechos que han tenido lugar. En estos casos, los cam-
bios a la Seguridad Social han de estar acompañados por
los medios de prueba y documentos que determinen su pro-
cedencia. Así, lo común es presentar los cambios en
Hacienda a través del modelo 036-37.

En lo que respecta a las altas en la Seguridad Social,
estas tendrá efecto desde el primer día del mes natural en
que se produzcan, siempre que se hayan solicitado dentro
del plazo reglamentario. Si el alta se produce fuera de plazo
tendrá efecto desde el primer día del mes natural en que se
comunican.

Notificación de la baja
En el caso de que se produzca una baja, y si esta se

lleva a cabo en los plazos establecidos, surtirá efectos
desde el día primero del mes siguiente a aquel en que el tra-
bajador hubiere cesado en la actividad determinante de su
inclusión. Es decir, una baja comunicada en julio se entien-
de aplicada a partir de agosto. En dicha tesitura, el autóno-
mo tendrá que abonar la cuota de junio.

Por el contrario, si el trabajador no solicitara la baja o
la solicitara fuera de plazo, esta dará lugar a la obligación de
cotizar y no será considerado en situación de alta en cuan-
to al derecho de las prestaciones. Del mismo modo, los inte-
resados podrán probar, por cualquiera de los medios admi-
tidos en derecho, que el cese en la actividad se produjo en
otra fecha, a efectos de la extinción de la obligación de coti-
zar.
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Regularizar el IVA soportado en bienes de inversión
cuando se interrumpe la actividad económica

De acuerdo con el apartado 5 del artículo 105 de la
Ley 37/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido (LIVA):

" (...) Cinco. En los supuestos de interrupción durante
uno o más años naturales de la actividad empresarial
o profesional o, en su caso, de un sector diferenciado
de la misma, el porcentaje de deducción definitiva-
mente aplicable durante cada uno de los menciona-
dos años será el que globalmente corresponda al
conjunto de los tres últimos años naturales en que se
hubiesen realizado operaciones (...)."

Por otro lado los artículos107 y 109 de la LIVA esta-
blecen "cuándo" y "cómo" habrá de efectuarse el procedi-

miento de regularización de los bienes de inversión a efec-
tos de la correcta aplicación del impuesto.

De esta forma, podemos concluir completando los
recogido en estos artículos con la consulta vinculante
V2845-15 de 1 de octubre de 2015, cuando establece entre
otras conclusiones:

- Si el período de interrupción de la actividad empre-
sarial fuese de uno o más años naturales, procederá
durante ellos aplicar el porcentaje de deducción que
corresponda a la actividad empresarial durante los
tres últimos años de actividad.

- Si no se ejerciese actividad empresarial alguna con
posterioridad a la interrupción de la actividad ni exis-
tieran motivos razonables de que se vaya a realizar
en un futuro próximo, la deducción practicada, en su
caso, el primer año de utilización de los bienes mue-
bles de inversión deberá regularizarse considerando
que los años sucesivos a ese primer año de utiliza-
ción no se han empleado en actividades que originan
el derecho a la deducción
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El procedimiento de devolución de
ingresos indebidos de la Seguridad Social 

Intentaremos analizar un procedimiento que, aunque
es desconocido, en comparación con su homólogo en mate-
ria tributaria, también tiene importancia práctica el conocer-
lo; pues, junto con los impuestos, el gasto en cotizaciones
sociales es uno de los más importantes en cualquier empre-
sa.

Se regula en el Artículo 26 del Texto Refundido de la
LGSS y en el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, por el
que se aprueba el Reglamento General de Recaudación de
la Seguridad Social, y más concretamente en sus artículos
44 y 45.

El Artículo 26 del Texto Refundido de la LGSS, titula-
do “Devolución de ingresos indebidos, reembolso de los
costes de las garantías y pago de cantidades declaradas por
sentencia”, consagra en la norma el Derecho a la devolución
de ingresos indebidos, y señala que “Las personas obliga-
das a cotizar o al pago de otras deudas con la Seguridad
Social objeto de gestión recaudatoria por la Administración
de la Seguridad Social tendrán derecho, en los términos y
supuestos que reglamentariamente se establezcan, a la
devolución total o parcial del importe de los ingresos que por
error se hubiesen realizado.”

A continuación, La Ley concreta cuál sería, en este
caso, el importe a devolver a consecuencia de un ingreso
indebido:

a) El importe del ingreso indebidamente efectuado y
reconocido como tal.
b) Los recargos, intereses, en su caso, y costas que
se hubieran satisfecho cuando el ingreso indebido se
hubiera realizado por vía de apremio.

c) El interés de demora previsto en el artículo 31.3,
aplicado a las cantidades indebidamente ingresadas
por el tiempo transcurrido desde la fecha de su ingre-
so en la Tesorería General de la Seguridad Social
hasta la propuesta de pago.

En todo caso, el tipo de interés de demora aplicable
será el vigente a lo largo del período en que dicho interés se
devengue. El tipo de interés de demora al que nos referimos
es el interés legal del dinero vigente en cada momento del
período de devengo, incrementado en un 25 por ciento,
salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado
establezca uno diferente.

La regulación legal cuenta con su desarrollo regla-
mentario en el artículo 44 del Real Decreto 1415/2004, de 11
de junio, por el que se aprueba el Reglamento General de
Recaudación de la Seguridad Social, que establece: 

“1. El sujeto responsable del pago de cualquiera de
los recursos que son objeto de gestión recaudatoria
por la Tesorería General de la Seguridad Social, sea
cual fuere el momento en que se hubiera realizado el
ingreso y la causa que lo hubiera originado, tendrá
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derecho a la devolución total o parcial del importe de
los ingresos que por error hubiese realizado, salvo
que en el momento de su realización fuese deudor a
la Seguridad Social o tuviese concedido un aplaza-
miento o moratoria; en este caso, el importe del ingre-
so erróneo se aplicará a la deuda pendiente de ingre-
so o de amortización, salvo para el caso de deuda exi-
gible garantizada mediante el aval genérico previsto
en este reglamento.”

Es decir, en principio, cualquier sujeto obligado a
efectuar el pago cualquiera de los conceptos y obligaciones
que contempla el Sistema de Seguridad Social y que haya
realizado un ingreso que, por error, no le corresponda, en
todo o en parte, tendrá derecho a que le sea devuelto el
importe indebidamente ingresado.

Los ejemplos más característicos son duplicidades
del ingreso, por ingreso en cantidad superior a la que debía
ingresarse, por exceso sobre el tope máximo absoluto de la
base de cotización, por períodos posteriores a la fecha de
efectos de la baja o por ingreso después de haber prescrito
la acción para exigir su pago.

La excepción a este derecho viene establecida por el
hecho de que el beneficiario del mismo, en el momento de
realizar ese ingreso indebido, fuese, a su vez, deudor de la
Seguridad Social por cualquiera otro concepto, o tuviese
concedido por la propia Seguridad Social un aplazamiento
de sus deudas con ésta.

En ese caso, el importe ingresado, aunque sea erró-
neo, se aplicará a la deuda pendiente de ingreso o de pago
(por estar aplazada), salvo que dicha deuda esté garantiza-
da mediante el aval genérico a que se refiere el artículo 29
del Reglamento.

El derecho a la devolución de ingresos indebidos
incluye, como ya se ha señalado, el interés de demora pre-
visto en el artículo 31.3 del texto refundido de la Ley Gene-
ral de la Seguridad Social desde la fecha de su ingreso en
la Tesorería General de la Seguridad Social hasta la fecha
de la propuesta de pago.

Finalmente, y como cláusula de cierre, tanto la Ley
como el Reglamento señalan que “No procederá la devolu-
ción de cuotas u otros recursos ingresados maliciosamente,
sin perjuicio de la responsabilidad de todo orden a que
hubiera lugar.”

El artículo 26.5 del TRLGSS y el artículo 44 del Regla-
mento establecen que tendrán también la consideración de
ingresos indebidos aquellos ingresos tengan que ser devuel-
tos al obligado al pago en virtud de resolución judicial firme,
y serán objeto de devolución en los términos fijados en la
citada resolución judicial.

En el apartado 3 del artículo 26 de la Ley, y al mismo
del artículo 44 del Reglamento, el derecho a la devolución
de ingresos indebidos referidos a cuotas prescribirá a los
cuatro años, a contar desde el día siguiente a su ingreso.
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Una vez reconocida la procedencia de la devolución, el
derecho a exigir su pago caducará a los cuatro años a con-
tar desde la fecha de notificación del acto de reconocimien-
to.

Por su parte, el derecho a la devolución de ingresos
distintos de cuotas o demás conceptos de recaudación con-
junta y asimilados a aquéllas se sujetará a los plazos de
prescripción establecidos en las normas aplicables a la
naturaleza de tales recursos.

En el apartado 4 del artículo 26 del TRLGSS se con-
templa la obligación de la Administración de la Seguridad
Social de reembolsar, previa acreditación de su importe, el
coste de las garantías aportadas para suspender la ejecu-
ción de una deuda con la Seguridad Social, en cuanto esta
sea declarada improcedente por sentencia o resolución
administrativa y dicha declaración adquiera firmeza.

Cuando la deuda sea declarada parcialmente impro-
cedente, el reembolso alcanzará a la parte correspondiente
del coste de las referidas garantías.

Asimismo, en los supuestos de estimación parcial del
recurso o la reclamación interpuestos, tendrá derecho el
obligado a la reducción proporcional de la garantía aporta-
da en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Finalmente, el apartado 4 del artículo 44 del regla-
mento señala que serán a cargo de la entidad gestora o
colaboradora que efectúe la devolución de ingresos indebi-
dos, los intereses de demora que se satisfagan a los intere-
sados, el importe del reembolso de los costes de las
garantías aportadas para suspender el procedimiento de
recaudación y los intereses que procedan sobre éste.

Por lo que se refiere a los trámites, hay que acudir al
artículo 45 del Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, por
el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación
de la Seguridad Social.

La competencia para resolver sobre la procedencia
de la devolución de las cantidades ingresadas indebida-
mente corresponderá a la Tesorería General de la Seguri-
dad Social, conforme a la distribución de competencias que
ésta tenga establecida. 

En el supuesto de que la devolución se refiera a los
conceptos de recaudación conjunta con las cuotas, corres-
ponderá la resolución a los órganos u organismos gestores
de aquéllos, los cuales, en su caso, comunicarán a la Teso-
rería General de la Seguridad Social sus resoluciones, una
vez sean firmes en vía administrativa.

Sin embargo, no se requerirá resolución previa de los
citados órganos u organismos gestores en los supuestos en
que la devolución se solicite como consecuencia de errores
materiales o de cálculo, por duplicidades de ingreso o por
exceso sobre el tope máximo absoluto de la base de coti-
zación, por períodos posteriores a la fecha de efectos de la
baja o después de haber prescrito la acción para exigir su
pago, o en cualquier supuesto en que la resolución de devo-
lución deba basarse exclusivamente en la comprobación
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material, aritmética o contable o en el simple cómputo de
los extremos alegados por los interesados.

En virtud de cada uno de los casos citados, la Teso-
rería General de la Seguridad Social resolverá las solicitu-
des presentadas o las remitirá, cuando proceda, al organis-
mo correspondiente junto a la documentación presentada
para la resolución que proceda.

Por tanto, la solicitud deberá presentarse ante la
Dirección Provincial o Administración de la T.G.S.S. corres-
pondiente, utilizando para ello el modelo TC.13/1 Solicitud
de Devolución de ingresos indebidos.

La Administración deberá adoptar y notificar la reso-
lución en el plazo de los seis meses siguientes a la fecha en
que se hubiera completado la documentación que deba
aportar el solicitante de la devolución. Transcurrido dicho
plazo sin que haya recaído resolución expresa, podrá
entenderse desestimada la solicitud, según se establece en
el número 2 del artículo 45 del Reglamento General de
Recaudación de la Seguridad Social aprobado por Real
Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

Y para acabar, debemos hacer mención al supuesto
específico de la solicitud de devolución de ingresos indebi-
dos en caso de pluriactividad, es decir, en el caso de que se
cotice a la vez en dos regímenes de la Seguridad Social.

Así, la Orden ESS/70/2016, de 29 de Enero, por la
que se desarrollan las normas legales de cotización a la
Seguridad Social, desempleo, protección por cese de acti-
vidad, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional,
contenidas en la Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presu-
puestos Generales del Estado para el año 2016, establece,
en su artículo 15.10 que:

“Los trabajadores autónomos que, en razón de su
trabajo por cuenta ajena desarrollado simultáneamente,
hayan cotizado en 2015, respecto de contingencias comu-
nes en régimen de pluriactividad y teniendo en cuenta tanto
las aportaciones empresariales como las correspondientes
al trabajador en el Régimen General, así como las efectua-
das en el Régimen Especial, por una cuantía igual o supe-
rior a 12.245,98 euros, tendrán derecho a una devolución
del 50 por 100 del exceso en que sus cotizaciones ingresa-
das superen la mencionada cuantía, con el tope del 50 por
100 de las cuotas ingresadas en el Régimen Especial, en
razón de su cotización por las contingencias comunes de
cobertura obligatoria."

Es decir, si entre lo que se ha ingresado de cotización
a la Seguridad Social en el régimen general y lo que se ha
ingresado por cotizaciones al RETA se superan los
12.245,98 euros, se tienen derecho a solicitar la devolución
del 50% del exceso de esa cuantía y con tope del 50% de
las cantidades que se hayan pagado en el RETA. 

Debe tenerse en cuenta que esta devolución se efec-
tuará solo a instancia del interesado, que habrá de formu-
larla en los cuatro primeros meses de 2016, es decir, hasta
el 20 de Abril de 2016.

Para presentar la solicitud de devolución de estos
ingresos indebidos también hay que utilizar el modelo
TC.13/1 Solicitud de Devolución de ingresos indebidos.
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PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

Prevención de Riesgos
Laborales
más información: www.prl-creex.es - www.feplacentina.com - www.creex.es

Nos acercamos a la temporada estival y son muchos
los trabajadores que en estas fechas deben realizar su tra-
bajo expuestos a altas temperaturas y directamente a los
rayos solares, como por ejemplo los servicios de limpieza,
jardineros, socorristas, agricultores, trabajadores de la cons-
trucción, etc. 

Los riesgos habituales a los que se expone un traba-
jador que realiza sus labores al aire libre, son los golpes de
calor, las quemaduras solares, alergias, picaduras de insec-
tos, etc. Estos riesgos pueden acarrear graves consecuen-
cias para la salud del trabajador.

La recomendación más importante para los trabaja-
dores en estas fechas es evitar la exposición al sol, y si esto
no fuese posible, enumeramos un serie de recomendacio-
nes para paliar este riesgo:

- Realizar los trabajos que requieren mayor esfuerzo
por parte del trabajador en los horarios en los que las
temperaturas sean más bajas, por ejemplo, al comen-
zar o finalizar la jornada laboral, dependiendo claro
del horario de ésta.
- Hidratarse constantemente.
- Ingerir alimentos ligeros.
- Proteger la piel expuesta al sol mediante cremas
solares de alta protección.
- Tratar de situarse en zonas de sombra, y si no fuera
posible utilizar algún elemento para proteger la cabe-
za del sol, como un gorro.
- Siempre que sea posible, utilizar gafas de sol con
una eficacia demostrada.

- Proteger el cuerpo con ropa ligera.
- En caso de sentir algún tipo de malestar, paralizar la
actividad hasta notar una mejoría.

Es de suma importancia recordar que los cánceres de
piel, como el carcinoma basocelular o el melanoma, tienen
como origen principal la exposición al sol, y ambas tienen
una gran incidencia en la actualidad, del mismo modo, un
golpe de calor puede ocasionar graves consecuencias físi-
cas al trabajador que lo sufre.

En cuanto a las actuaciones de cara a la presente
anualidad del Proyecto Global de Prevención de Riesgos
Laborales, el Gabinete Técnico de Prevención de Riesgos
Laborales de la Confederación Regional Empresarial Extre-
meña –CREEX- en estrecha colaboración con la FEDERA-
CIÓN EMPRESARIAL PLACENTINA –F.E.P., ha comenzado
con las actuaciones de cara a la presente anualidad. Este
año el Proyecto se centrará en la elaboración de una Guía
denominada “Guía del Recurso Preventivo”. 

Además continuamos como cada año con las accio-
nes del Programa de Visitas de Asesoramiento Técnico a las
Empresas.

El Gabinete Técnico de Prevención de Riesgos Labo-
rales de la Confederación Regional Empresarial Extremeña
–CREEX-, pretende que los Proyectos desarrollados desde
su seno, sean adecuados a la demanda empresarial, es por
ello que, son bienvenidas críticas, demandas y sugerencias
de cara a futuras actuaciones.



PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

Federación Empresarial Placentina 1 9

Servicio de Orientación, 
Planificación y Emprendimiento

Desde el Servicio de Orientación, Planificación y

Emprendimiento en el que venimos trabajando en la Fede-

ración Empresarial Placentina (F.E.P) queremos comenta-

ros el tipo de actuaciones encaminadas a la mejora de las

Competencias Profesionales de los trabajadores en las acti-

vidades de Orientación.

La formación de oferta tiene por finalidad ofrecer a los

trabajadores, tanto ocupados como desempleados, una for-

mación ajustada a las necesidades del mercado de trabajo

que atienda a los requerimientos de productividad y compe-

titividad de las empresas y a las aspiraciones de promoción

profesional y desarrollo personal de los trabajadores. Asi-

mismo, se dirige a proporcionar a los trabajadores una for-

mación que les capacite para el desempeño cualificado de

las distintas profesiones y el acceso al empleo, promovien-

do la realización de itinerarios integrados de formación para

la inserción profesional y favoreciendo que los trabajadores

puedan optar a un reconocimiento efectivo de la formación

que reciban.

La formación podrá impartirse de forma presencial, a

distancia convencional, mediante teleformación o mixta.

Entre los planes de formación existentes, dirigidos

prioritariamente a trabajadores ocupados, están los planes

intersectoriales y sectoriales. 

Los planes de formación intersectorial estarán com-

puestos por acciones formativas dirigidas a la adquisición

de competencias transversales comunes a varios sectores

de la actividad económica y los sectoriales a la adquisición

de competencias específicas de un sector para el reciclaje

y recualificación de trabajadores de dichos sectores. 

En otras secciones de nuestro boletín podéis tener

acceso a las acciones formativas que se van ejecutando en

los diferentes planes de formación según las convocatorias

que estén abiertas.




